POLICIA Y PODER DE POLICIA

 

 
Policía y Estado

 

 


Las limitaciones a los derechos individuales, en razón del interés público, se denominan policía y poder de policía. Dentro de la función administrativa, se inserta una modalidad de obrar, de contenido prohibitivo y limitativo, llamada policía. La policía como el poder de policía se reducen en su régimen jurídico previsto por el derecho público, para el actuar administrativo y legislativo del Estado. Tienen una especificidad de principios y formas jurídicas pero carecen de autonomía de medios y fines.

 

Limitaciones administrativas y legislativas

 


La afirmación  de un derecho (como forma jurídica de la libertad) o de una libertad (como forma política de un derecho) importa, recíprocamente, la existencia de un deber, carga o limitación a ese derecho o a esa libertad.


La limitación jurídica de los derechos subjetivos de los administrados, es algo “propio” de la función administrativa. Es una resultante del régimen jurídico de la función administrativa, que la Constitución prevé en sus arts. 14 y 18. Las limitaciones administrativas exteriorizan la necesidad pública de “reglamentar”, “regular”, “ordenar”, “limitar” e “imponer” otras conductas, por razones de bien común.


En el concepto se despejan los factores relacionales de la discutida noción de policía, “la libertad” por una parte, y la “reducción de su ejercicio” por otra, con miras a la convivencia social.


Estas limitaciones afectan derechos individuales: la “libertad” y la “propiedad”, principalmente. Así, el Código Civil, respecto de esta segunda, dispone en el art. 2611 que se regirán por el derecho administrativo las limitaciones a la propiedad privada en interés público.


Las limitaciones administrativas, con presupuesto legal, encajan dentro de la mecánica operativa del régimen jurídico de la Administración, sin necesidad de recurrir a otro poder, como el de policía, que no tiene cabida dentro de la tríada tradicional y dogmática que consagra la Constitución. Además, sus formas de exteriorización son las mismas que las de la función administrativa (p. ej., actos administrativos de sanción, orden, autorización, permiso, etc.), toda vez que la llamada policía no es más que una parte de la función administrativa, sin autonomía jurídica alguna, y el “poder de policía” es sólo parte de la función legislativa del Estado, y su régimen jurídico se debe al todo del que forma parte y en el que se integra.


A la facultad, atribución o competencia del órgano legislativo, de limitar los derechos individuales por razones de interés general, se ha llamado poder de policía.


Nuestra Constitución contiene una serie de disposiciones que enuncian los derechos constitutivos de la libertad, integrando el sistema el art. 33, que reconoce la existencia de derechos no enumerados que nacen del principio de la soberanía del pueblo y de la forma republicana de gobierno.


Con la expresión “poder de policía” se hace, en suma, referencia al poder de limitar mediante la ley los derechos reconocidos por la Constitución (arts. 14, 19 y 28, Const. Nacional).

 

Poder de policía y policía

 


El poder de policía es parte de la función legislativa que tiene por objeto la promoción del bienestar general, regulando a ese fin los derechos individuales, reconocidos expresa o implícitamente por la Constitución, extendiéndose hasta donde la promoción del bienestar general lo haga conveniente o necesario dentro de los límites constitucionales (arts. 19 y 28 Const. Nacional). El poder de policía se manifiesta a través de normas generales, abstractas, impersonales, objetivas, siendo su objeto más amplio que la policía, pues versa sobre la limitación de los derechos reconocidos a fin de promover el bienestar general


La policía es parte de la función administrativa, que tiene por objeto la ejecución de las leyes de policía. La policía se manifiesta a través de normas particulares (actos administrativos) que constituyen la individualización o concreción de la norma jurídica general o abstracta.

 

Policía: Función administrativa

 


La policía es una función, no un órgano de la Administración. La policía es parte de la función administrativa, y como parte de ésta y al igual que ésta puede ser ejercida por los tres órganos del poder. Toda policía es Administración. Sólo un trozo de la Administración es policía.

La policía no posee dentro del campo total del derecho una particularidad jurídica positiva que le confiera un ámbito independiente, porque esas notas conceptuales son también de aplicación a otras funciones reconocidamente no policíacas.

 

La legalidad en las limitaciones

 


Toda restricción a la libertad y a los derechos, debe necesariamente tener su origen en la ley (arts. 14 y 28, Const. Nacional). Tal requisito se entenderá cumplido, si el Congreso establece con certeza la política legislativa y deja el resto librado a las facultades de individualización de la Administración Pública, a través de la competencia reglamentaria del Ejecutivo (art. 99, inc. 2, Const. Nacional). Por su parte, la Corte Suprema de la Nación considera que el requisito está satisfecho si las leyes – pautas fijan certeramente “los lineamientos generales” o “la política legislativa” (CSJN, 13/2/68, “Laboratorios Anodia SA c/Gobierno Nacional”, Fallos, 270:42, y JA, 1968 – III – 159).

 

Competencia 

 


Desde el punto de vista constitucional, Nación y provincias cuentan con competencias para reglamentar y limitar, legislativa y/o administrativamente, el ejercicio de los derechos, en ese sentido, se habla de poderes concurrentes entre el Estado soberano y los estados miembros autónomos (arts. 1º, 5º, 75, 121, 122, 125, 126, Const. Nacional) (PTN, Dictámenes, 116:446). La Constitución Nacional preserva expresamente para las autoridades provinciales y municipales el poder de policía sobre los establecimientos de utilidad nacional y jurisdicciones federalizadas (art. 75, inc. 30).

La Corte Suprema de la Nación, en reiterados pronunciamientos ha convalidado esa interpretación, en el sentido de que el poder de policía está a cargo de los gobiernos locales, pero de manera compartida o concurrente con el Estado Nacional (arts. 75 y 125, Const. Nacional)


Tales competencias concurrentes habilitan a ambos estados, nacional y provincial, para regular el ejercicio de los derechos, siempre y cuando no se produzca una situación de incompatibilidad, por tratarse de competencias excluyentes, en pro de uno u otro Estado, delegadas o reservadas en la misma normativa constitucional.

 

Evolución 

 


Tan amplio es el ámbito atribuido al poder de policía, que además es recurrirse a la noción de emergencia, para justificar la validez de su ejercicio, se recurre a la noción de prosperidad.


Habría,  pues, una “policía de emergencia” y una “policía de la prosperidad”. Esta segunda se funda en el Preámbulo de la Constitución, que habla de “promover el bienestar general”, y en el art. 75, incs. 18: “proveer lo conducente a la prosperidad del país” y el 19: “proveer lo conducente al desarrollo humano, al progreso económico con justicia social”. La de emergencia se justifica por el razonable ejercicio de la atribución de reglamentar las garantías y derechos constitucionales (ver arts. 76 y 99, inc. 3, Const. Nacional). La emergencia se caracteriza por lo transitorio de la situación que la motiva. Pero lo cierto es que a veces las llamadas leyes de emergencia (v. gr., locaciones), han tenido una muy larga permanencia. La emergencia puede responder a muy diversas y variadas causas: físicas, económicas, políticas, etcétera.


La función policial preséntase así, primero como “limitación” y después como una “imposición” de colaboración en beneficio social.

 

Policía y derecho

 

 

Derechos subjetivos y policía

 


Los derechos de los administrados son reconocidos por el ordenamiento jurídico, pues muchos de ellos les vienen dados por su naturaleza, por su condición de hombres, de seres en libertad.


Es justamente el reconocimiento y la protección otorgada por el Estado a tal actividad “en libertad”, lo que transforma esa facultad natural del individuo de actuar en derecho subjetivo. Es facultad excluyente de uno reflejada en el deber de otro, por imposición del ordenamiento jurídico, que asegura el cumplimiento de la prestación debida. La seguridad de la exigibilidad la establece el derecho objetivo.

Por tales razones, los derechos individuales preexisten a las leyes u a los actos administrativos. El art. 14 de la Const. Nacional expresa que los habitantes gozan de los derechos que enumera la conformidad con las leyes que reglamentan su ejercicio. Los derechos ya existen y las leyes sólo podrán regularlos, fijando sus alcances y límites, pero aunque la ley no sea promulgada, ya están reconocidos por imperativo constitucional.

 

Prerrogativas públicas y policía

 


En el caso “Jaime Andrés Font” (CSJN, 1962, Fallos, 254:56), y en los posteriores “Héctor Luis Cuello” (CSJN, 1963, Fallos, 255:293), y “Antonio Dri” (CSJN 1966, Fallos, 264:94), la Corte Suprema de la Nación destacó que el vocablo “derechos” tiene una acepción genérica que comprende tanto los derechos humanos como las competencias estatales. Agregó que no existe ninguna superioridad jerárquica de aquéllos sobre éstas; y como lógico corolario declaró que con arreglo al art. 28, también la limitación de las potestades debe ser razonable para ser válida, porque en ninguna hipótesis el bien personal ha de prevalecer sobre le bien común. En consecuencia, a los jueces no les está permitido invocar los derechos humanos como pretexto para imponer una restricción arbitraria a las competencias públicas.


El Estado debe asegurar el imperio del derecho y una justa convivencia social; por ello puede imponer limitaciones en la forma, modo o extensión del goce de los derechos. Estas limitaciones, impuestas por el poder de la policía, aparecen en beneficio del Estado, pero en suma son para el bien de la comunidad toda  pues se trata de una protección en defensa del interés social al equilibrar la extensión de los derechos de un individuo, respecto de otros, y del Estado mismo. Pues precisamente al estado le incumbe el deber verificar el cumplimiento del deber que tienen todos los administrados, de no perturbar el buen orden de la cosa pública e impedir los trastornos que puedan incidir en su propia existencia.


Por otra parte, cuanto más sea la jerarquía del interés tutelado, mayor podrá ser la medida de la reglamentación. En caso de conflicto entre valores jurídicos contrapuestos, no es dudosa la preferencia del que tiene mayor jerarquía social (CSJN, Fallos, 255:330).

 

Límites de las limitaciones

 

Puesto que la regulación policial es una limitación a la libertad individual, aquella está sujeta a los “límites – garantías” (razonabilidad, intimidad, legalidad) de relevancia normativa, en cuanto al alcance y extensión del poder estatal para limitar reglamentariamente los derechos individuales. Tales límites – garantías son:

·        Razonabilidad. El art. 28 de la Const. Nacional establece que los derechos reconocidos no podrán ser alterados por las leyes que reglamenten su ejercicio. O sea, que por vía reglamentaria no se podrá mudar, modificar, cambiar de naturaleza, forma o estado, los derechos que la Constitución avala. Ahora bien,  siempre será cuestión empírica, particular y concreta, evaluada por los órganos jurisdiccionales, si la reglamentación legal menoscaba, deteriora, corrompe o destruye el derecho en cuestión (CSJN, “Partido Obrero”, 1962, Fallos, 253:154) (ver CSJN, 3/3/92, “Sportfila S.A. y otro v. Estado Nacional”, JA,    1993-I-556).

· Lo cierto es que el principio de razonabilidad obliga a ponderar con prudencia las consecuencias sociales de la decisión, para evitar la arbitrariedad por “prohibiciones injustificadas” o por “excepciones arbitrarias”. Así, la PTN ha señalado que: “La Constitución Nacional establece y garantiza el derecho de comercio e industria lícita, el cual no es absoluto sino que su ejercicio se encuentra sometido a reglas y limitaciones indispensables para la existencia de un orden social, siempre que los medios elegidos sean razonables y haya proporcionalidad entre las reglas y limitaciones y los fines perseguidos por la ley, será o no admisible la pertinente restricción de los derechos individuales afectados (PTN, Dictámenes, 123:457) (ver CSJN, 26/10/93, “Vila, Cándida v. Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Actividades Civiles”, JA, 20/4/94).

·        Intimidad. La esfera de libertad, consagrada por el art. 19 de la Const. Nacional, está exenta de toda reglamentación legal y no condicionada por la ley. Tal garantía se compatibiliza con la intimidad e inviolabilidad de la persona humana (art. 1071 bis, Código Civil), de la “defensa en juicio de la persona y de los derechos”, “nadie puede ser obligado a declarar contra sí mismo”, “inviolabilidad de la correspondencia y domicilio” (art. 18, Const. Nacional).

·        Legalidad. En cuanto consagra que los derechos se ejercen según las leyes que reglamenten su ejercicio (art. 14), “... y nadie está obligado a hacer lo que no manda la ley, ni privado de lo que ella no prohibe” (art. 19). En consecuencia, las limitaciones que no tengan contenido legislativo, v. gr., reglamentos de policía que imponen penas de policía sin previsión legislativa, son inconstitucionales, pues el principio es: no hay limitación sin ley (CNCrimCorr, Sala 10, 11/3/90, JA, 1990-III-191).
